Carátula 


(Ocupa la Presidencia ad hoc el señor Senador Moreira.) 
SEÑOR PRESIDENTE.- Queda abierto el acto. 
(Es la hora 16 y 25 minutos.) 
-Dese cuenta de un asunto entrado. 
(Se da del siguiente:) 


“El señor Presidente del Senado remite copia de una exposición escrita presentada por el 
señor Representante Nacional Ricardo Planchón, relacionada con la necesidad de ofrecer un estímulo 
económico a jóvenes que estudian y trabajan. (Asunto 120736)”. 


-La Comisión de Población, Desarrollo e Inclusión tiene el placer de recibir a la delegación de 
la Comisión Nacional Honoraria de la Discapacidad integrada por su Presidenta y representante del 
Mides, doctora María José Bagnato; el contador Rodolfo Schicke, la profesora María Noel Míguez y el 
señor Jorge Tourón, a efectos de considerar algunos aspectos de la reglamentación de la Ley N* 
18.651 relativa a las personas con discapacidad. Esta norma alude a una cantidad de aportes que se 
vuelcan a personas con discapacidad pero aún no fue reglamentada. El literal F) del artículo 15 
establece entre los cometidos de la Comisión Nacional Honoraria de la Discapacidad, que se encuentra 
en la órbita del Mides, el siguiente: “Elaborar un proyecto de reglamentación de la presente ley que 
elevará al Poder Ejecutivo para su aprobación”. Entonces, tomando en cuenta que la ley fue aprobada 
el 29 de febrero de 2010 -ya transcurrieron más de cuatro años- y el reclamo que hemos recibido de 
mucha gente, nos parece importante saber en qué está el tema y si hubo avances. 


En ese sentido, les cedemos el uso de la palabra. 


SEÑORA BAGNATO.- Antes de comenzar les hacemos entrega de una copia del informe anual de la 
Comisión y de la ley editada y publicada. 


Agradecemos el interés de la Comisión sobre este tema. 


En el informe que les entregamos respondimos que, como Comisión Nacional, no tenemos 
responsabilidad en la reglamentación aunque sí en la elaboración del proyecto de reglamentación y 
éste fue derivado en su debido tiempo al Poder Ejecutivo a través del Ministerio de Desarrollo Social. 
Por estar en contacto con los distintos organismos y haber elaborado el primer informe país sobre la 
Convención de Derechos de Personas con Discapacidad, podemos informar que a nivel del Poder 
Ejecutivo se resolvió reglamentar por capítulos. En ese sentido, la semana pasada se reglamentó el 
capítulo correspondiente al trabajo a través del ingreso a la función pública y está en proceso de 
reglamentación, casi en su etapa final, el capítulo sobre asistentes personales. Por su parte, la ley 
contiene algunos artículos que no requieren de reglamentación por tratarse de declaración de derechos 
y principios y otros, que requieren la reglamentación de los Gobiernos Departamentales. Al respecto 
debemos decir que la Comisión solicitó varias veces ser recibida por el Congreso de Intendentes pero 
todavía no hemos tenido la oportunidad. Nuestros asesores jurídicos enviaron a la Intendencia de 
Maldonado la reglamentación del capítulo de trabajo para que se traslade a los Gobiernos 
Departamentales y estos puedan reglamentar lo que les corresponda. Esto es cuanto podemos 
informar sobre los avances en la reglamentación. 


Se analizaron algunos Capítulos y se observó que hay un error en lo que refiere a la 
certificación única, porque involucra a la Junasa. Nosotros interpretamos que, tal vez, hubo una 
confusión en los roles de esta Junta y, en realidad, para su aplicación habría que modificar ese artículo 
de la ley. Esto lleva a algunas complicaciones, pues en varias instancias la ley hace referencia a esa 
certificación. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Disculpe, pero quiero saber si cuando menciona la palabra “certificación” se 
refiere a la certificación de la discapacidad. 


SEÑORA BAGNATO.- Sí, señor Senador. 


En realidad, estuvimos reunidos con el Presidente de la Junasa y está de acuerdo con 
nosotros en que hay que hacer una modificación en ese sentido. Quiero aclarar que nuestra tarea 
tiene que ver con solicitar información, pero no nos cabe la responsabilidad de la reglamentación. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quiere decir que ustedes elaboraron el anteproyecto, lo elevaron al Poder 
Ejecutivo y el resto se va dando por etapas. 


SEÑORA BAGNATO.- En ese informe -la Comisión contrató dos abogadas vinculadas a derechos 
humanos- se hacía referencia a la necesidad de modificar algún artículo, porque al ser una ley tan 
completa, abarcativa y vinculante entre los artículos, precisamente, tiene alguna complejidad de 
reglamentación. El caso de los asistentes personales se logró enfocarlo de tal manera que se pudiera 
crear el programa como marca la ley en la órbita del BPS, trabajando desde el Ministerio de Desarrollo 
Social para la determinación de los beneficiarios. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quiero saber en qué consiste, básicamente, el tema de los asistentes para 
discapacitados. 


SEÑORA BAGNATO.- En realidad, no puedo hablar de la reglamentación, porque todavía no es 
pública y, además, yo estoy asistiendo en representación de la Comisión Nacional Honoraria de la 
Discapacidad. El proyecto que la Comisión entregó al Poder Ejecutivo contempla y especifica, por 
ejemplo, cuáles son los roles del asistente personal y en qué situaciones tiene que desempeñarse. 
Asimismo, debe quedar claramente establecido que no sustituye a ningún profesional para el 
tratamiento, sino que es un asistente de vida para aquellas personas que por su severidad en la 
discapacidad dependen de un tercero para hacer sus actividades diarias. Por lo tanto, el asistente no 
se relaciona con el tipo de discapacidad, sino con el nivel de dependencia del discapacitado. Por 
ejemplo, puede tratarse de una persona con diversidad de situaciones en discapacidad y, como todos 
sabemos, no necesariamente ello implica que estén en situación de dependencia. Esta situación llevó a 
que el propio Banco de Previsión Social, conjuntamente con el Ministerio de Desarrollo Social, hicieran 
una encuesta representativa para estimar cuántas personas, de las que están en la base de datos del 
Banco y a las que se les transfiere la prestación por discapacidad severa, están en condiciones de 
recibir un asistente personal. Esto fue una condición previa para poder estimar el diseño del programa 
y su ejecución. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Seguramente, muchos discapacitados no estén registrados como tales en el 
Banco de Previsión Social, como sucede con los niños. 


SEÑORA BAGNATO.- De todos modos, se trata de una reglamentación abierta, es decir, que es una 
ley que queda para siempre y, por ejemplo, si alguien no está inscripto, o se le genera una 
discapacidad nueva, o no conoce sus derechos, -como sucede en algunos sectores- ello no implica 
que no se pueda registrar. En cambio, sí es una condición -porque así lo marca la ley- que se 
establezca en el Banco de Previsión Social. 


SEÑOR SOLARI.- Ante todo, agradezco a los integrantes de la Comisión Nacional Honoraria de la 
Discapacidad por haber concurrido a esta Comisión. 


Debo decir que es interesante la información que nos brindan, porque han elaborado un 
proyecto de reglamentación de la totalidad de la ley, lo elevaron al Poder Ejecutivo y este último ha 
resuelto aprobarlo por capítulos. En ese sentido, me gustaría tener una idea del universo de capítulos 
en el que nos estamos moviendo. ¿Estamos hablando de veinte capítulos? ¿De diez? ¿En qué 
consistiría cada uno de ellos? De ese universo, ¿cuáles fueron aprobados y cuáles no? ¿Qué es lo que 
está pendiente? 


Agradezco la información que recibo, pero lo cierto es que no sé si estoy nadando en una 
pequeña piscina de cuatro por dos metros o en medio de un océano que es insondable. Realmente no 
sé dónde estoy ubicado y me gustaría que se me brindara información al respecto, es decir, que se me 
dijera qué características tuvo la reglamentación que ustedes elaboraron porque, además, supongo 
que no se trata de un documento secreto y mucho menos para una Comisión de Legisladores. Creo 
que sería bueno especificar los distintos ítems que ustedes cubrieron para ver cómo visualizan que ello 
sea transformado en una reglamentación que pueda ser cumplida por parte del Poder Ejecutivo. 


Muchas gracias. 


SEÑORA BAGNATO.- En realidad, no hemos traído el proyecto de reglamentación, pero lo podemos 
enviar por mail para que consten cuáles fueron las sugerencias o recomendaciones que se hicieron en 
cada capítulo. 


En cuanto al estado de la reglamentación en general, lo que corresponde es que ese pedido 
de información se haga al Poder Ejecutivo y por eso decíamos que la Comisión Nacional Honoraria de 
la Discapacidad tiene representación de los distintos organismos públicos y de federaciones de 
personas con discapacidad, pero no le compete la reglamentación; sí le compete informarse. Hemos 
hecho las gestiones que planteamos y, obviamente, para elaborar el proyecto de reglamentación, hubo 
contacto con los organismos públicos. Cada uno de los capítulos reglamentados fue elaborado en 
consulta con dichos organismos, pero -como se verá por definición de la propia ley- la reglamentación 
no es competencia de nuestra Comisión. 


En cuanto al universo de lo que está o no reglamentado, puedo decir que no es algo que esté 
sistematizado como informe, pero lo podríamos hacer para elevarlo a esta Comisión. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Estaba leyendo la ley en cuestión y noté que hay un capítulo relativo al 
trabajo, donde se habla de un 4% que deberán dar prácticamente todos los organismos públicos. Creo 
que la ley es muy clara y esto pudo haberse aplicado aun en ausencia de la reglamentación. 
Precisamente, el artículo 49 comienza diciendo: “El Estado, los Gobiernos Departamentales, los entes 
autónomos, los servicios descentralizados y las personas de derecho público no estatales están 
obligados a ocupar personas con discapacidad que reúnan condiciones de idoneidad para el cargo en 
una proporción mínima no inferior al 4 % (cuatro por ciento) de sus vacantes”. En realidad, reitero, esto 
se podría aplicar en ausencia de la reglamentación. 


¿Tienen idea de si algún organismo público ha aplicado esto? 


SEÑORA MÍGUEZ.- Sí, señor Senador. De hecho, hay una Subcomisión de Trabajo, específicamente 
de concursos, y en los últimos años hemos trabajado mucho en cuanto a dar apoyo a los distintos 
espacios públicos donde sí ha habido llamados, fundamentalmente en Montevideo y un poco menos en 
el interior. Más allá de no estar reglamentado ese artículo, se está yendo hacia su cumplimiento. La 
fecha límite fue el 28 de febrero por razones presupuestales, pero podemos decir que ha habido 
diversos llamados desde 2010. Luego fue incrementándose año a año el número de llamados a 
personas en situación de discapacidad de parte de los entes públicos. Este trabajo es coordinado por 
la Subcomisión de Trabajo de la Comisión Nacional Honoraria de la Discapacidad, lo que da cuenta de 
una labor colectiva bien interesante, por ejemplo para definir qué medidas hay que tomar para no 
generar situaciones de exclusión a personas que se están presentando con algún tipo de deficiencia. 
Hemos tenido reuniones para trabajar en el armado de las bases. Cuando la Dirección Nacional de 
Correos hizo el llamado, luego de que ingresaron algunas personas fuimos a dar charlas de 
sensibilización porque así lo solicitaron sus autoridades. 


En definitiva, aunque todavía esto no se haya reglamentado, igualmente se han hecho cosas 
y los llamados van en aumento, salvo este año por razones presupuestales. 


SEÑOR SCHICKE.- En el Poder Legislativo hay tres llamados en trámite: de la Cámara de Diputados, 
del Senado y de la Comisión Administrativa. También intervenimos en llamados que realizan empresas 


privadas y que requieren asesoramiento. Es un movimiento lento pero que va apareciendo -hay mayor 
sensibilización- por toda la temática de la responsabilidad social. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tengo entendido de que había una norma anterior que nunca se aplicó. 
SEÑORA BAGNATO..- Está el ejemplo de la Ley N* 16.095 que nunca se reglamentó. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La demora en la reglamentación hace que muchas veces los instrumentos 
legales sean criticados por la gente ya que se pregunta para qué se aprueba una ley tan 
pormenorizada si después no se aplica. Eso es lo peor que nos puede pasar y eso sucede con la Ley 
de Tránsito, entre otras, donde se demora la reglamentación porque no es fácil de instrumentar. 


Por otro lado, la parte de arquitectura y urbanismo no es un tema menor. Me gustaría saber 
si los gobiernos departamentales han reaccionado, de qué forma, cuáles mejor que otros, etcétera. En 
Montevideo he visto que se han hecho varias cosas, pero en otros departamentos no lo he advertido. 
Dado que ustedes tienen una visión más general, les preguntaría cómo han respondido a este tema, al 
de la accesibilidad en los espacios públicos, etcétera. ¿Cuál es el panorama nacional? 


SEÑORA BAGNATO.- El conocimiento que tenemos a nivel municipal responde a Montevideo. 
Sabemos que hay avances en diferentes departamentos, tales como Maldonado, Rivera, Colonia y 
Rocha, con acciones puntuales. Intentamos ir al Congreso de Intendentes porque no sólo le compete 
en lo relativo a arquitectura y urbanismo, sino también a transporte. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿No los recibieron? 
SEÑORA BAGNATO.- No. 
SEÑOR SCHICKE.- El nexo existiría, pero formalmente no hemos tenido trato. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Este tema en particular es competencia de las Intendencias, que son las que 
se dedican a hacer todas esas obras de accesibilidad y demás. 


SEÑORA MIGUEZ.- A partir del Decreto de la UNIT, la Intendencia de Montevideo controla el tema de 
los finales de obra de los espacios públicos en construcción. Obviamente, en los que ya están 
terminados no hay nada por hacer, pero en los que aún requieren final de obra habría que instrumentar 
las normas de accesibilidad universal propuestas por la UNIT. 


SEÑORA BAGNATO.- Lo mismo ocurre con el transporte colectivo. En 2011 finalizó el período de 
gracia para el cambio de la flota. A partir de ahora, todas las unidades que se cambien tienen que ser 
accesibles. Actualmente, hay 100 unidades de transporte colectivo en esas condiciones. Obviamente 
que esto es importante porque es la población que más lo usa, pero no deja de ser relevante que se 
empiece a aplicar en otros departamentos y también a nivel interdepartamental. 


SEÑOR SCHICKE.- Indudablemente esto es muy importante porque hay muchos departamentos que 
tienen servicios en departamentos linderos y cuando se tienen que trasladar la comunicación se vuelve 
complicada. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Es un tema complejo porque, además, hay realidades diferentes en cada uno 
de los departamentos. Por ejemplo, hay localidades que tienen muy acotado el servicio de transporte 
colectivo de pasajeros, a diferencia de lo que ocurre en Montevideo, Canelones, Maldonado, Salto y 
Paysandú. 


SEÑORA BAGNATO.- También es importante la reglamentación del Capítulo relativo al trabajo que se 
vincula a la Ley de Rendición de Cuentas donde el Estado tiene que planificar sus llamados a los 
cargos públicos. La reglamentación establece que cada organismo tendrá que presentar, junto con la 


planificación anual, la previsión del cupo para personas con discapacidad dándole la potestad a la 
Oficina Nacional del Servicio Civil de que pueda suspender el llamado en caso de que no se cumpla. 
Entonces, si bien se venía cumpliendo con esto, es muy difícil verificar que se lleve a cabo porque no 
hay un contralor establecido. Sin embargo, debo decir que casi todas las empresas del Estado 
cumplieron durante estos dos años, aunque existe una mayor debilidad en el cumplimiento por parte de 
los organismos centrales. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Y qué ocurre en los gobiernos departamentales? 


SEÑORA BAGNATO.- También se cumple. Actualmente se están llevando adelante en Canelones, 
Maldonado y Montevideo. 


SEÑOR SCHICKE.- Si en el llamado no se cumple con el 4% se está condicionando el funcionamiento. 
Con esto se espera generar el cumplimiento casi obligatorio que en definitiva es de lo que se trata. 


SEÑORA MÍGUEZ.- Más allá de que nuestro país sea chico -si lo comparamos con otros países- 
sucede que es sumamente heterogéneo en cuanto a su respuesta frente a la discapacidad. En 
relación con el trabajo se han realizado muchos llamados en entes públicos de Montevideo, quedando 
bastante en el olvido el interior, aunque quizás esto no sea tan así en Canelones y en Maldonado. Lo 
mismo pasa con el transporte, la inclusión educativa, etcétera, donde al ser un país tan chico las 
respuestas podrían ser más homogéneas; en cambio, cuesta mucho hacerlo a nivel nacional. 


SEÑOR SOLARI.- Volviendo a los Capítulos, quiero plantearlo de una manera distinta. 


El escenario de las discapacidades tiene muchas situaciones; pueden ser discapacidades 
motoras, sensoriales, mentales, etcétera. Es un universo muy diverso y amplio. ¿La Comisión está 
tratando de encaminar algún tema en forma prioritaria? ¿Cuáles son las prioridades? 


SEÑORA BAGNATO..- En el material que hemos preparado podrán apreciar que, en realidad, las áreas 
prioritarias para la Comisión pasan fundamentalmente por la educación y el trabajo. En ellas se ha 
venido desarrollando un trabajo sostenido bajo la modalidad de subgrupos o subcomisiones a las que 
se han ido incorporando otras personas que pertenecen, por invitación o por interés, a otros sectores 
que no necesariamente integran por ley la Comisión. Esos son los dos ámbitos en los que, como bien 
señalaron la profesora Míguez y el contador Schicke, ha venido trabajando esta Comisión porque, tal 
como lo consagra la ley, le compete asesorar en cada base. De hecho, ha debido frenar más de dos o 
tres llamados por encontrar que las bases no eran las adecuadas. En general, ello se debe no la falta 
de voluntad sino a la falta de información. En esta diversidad existe un desconocimiento muy grande 
sobre la discapacidad; por lo tanto, el asesoramiento debe centrarse en las adaptaciones para la 
realización de las pruebas en equiparación de oportunidades. 


También se ha trabajado mucho en el tema de la sensibilización, porque aquí no se trata solo 
de que la persona acceda al trabajo sino que lo pueda sostener. Para ello se requiere de una 
comprensión -que muchas veces es errónea- de la discapacidad. Podríamos citar ejemplos de algunos 
mitos que parecen no tener incidencia pero que a la hora de que una persona se integra a trabajar son 
importantes porque se requiere de una adecuación informática, del espacio o de la comunicación. De 
todas maneras, se supone que la persona que gana el concurso está capacitada para realizar la tarea. 


Por otro lado, existe una vinculación bastante fuerte -o por lo menos se intenta tenerla porque 
no es muy fácil lograrlo- con las comisiones departamentales. En este sentido, conviene aclarar que no 
todas las realidades departamentales son iguales -pues no siempre se conforman de acuerdo con lo 
que establece la ley- pero todas están interesadas en estas temáticas de inclusión educativa e 
inclusión laboral. En relación con la inclusión educativa, se han hecho muchas gestiones ante la ANEP 
y presentado propuestas que fueron tomadas por el IPES para la formación en este caso de asistentes 
pedagógicos, que es una figura nueva. 


Cabe señalar también que la Comisión está integrada por federaciones -como la 
Federación Autismo Uruguay y la Federación Nacional de Sordos del Uruguay- que conocen más que 


los organismos representados las necesidades específicas. En función de eso, está pendiente la 
celebración de una reunión con la Comisión de Continuidad Educativa -creada en la órbita del 
Ministerio de Educación y Cultura- que, precisamente, busca empezar a medir estrategias sobre lo que 
sucede con las personas que egresan de la educación especial que, hoy en día, no cuentan con 
demasiadas alternativas formales. En ese sentido, pues, se han priorizado básicamente estas dos 
áreas. 


SEÑOR SOLARI.- En lo personal no tengo inconveniente alguno en que se proyecte la presentación 
que han preparado. 


SEÑOR PRESIDENTE.- De acuerdo. 


SEÑORA BAGNATO.- En realidad, lo que pueden ver en pantalla es el Informe Anual 2013. La 
Comisión Nacional Honoraria del Discapacitado fue creada por la Ley N* 16.095, luego modificada por 
otra que actualizó los términos e introdujo la expresión “personas con discapacidad” -para cada vez 
que se refería a las personas con discapacidad- porque la ley anterior hablaba de lisiados, 
minusválidos, etcétera. 


El Capítulo Il establece la creación y cometidos de la Comisión Nacional Honoraria de la 
Discapacidad y de las Comisiones Departamentales. 


Cuando el Programa Nacional de Discapacidad pasa de la órbita del Ministerio de Salud 
Pública al de Desarrollo Social, la Presidencia de la Comisión Nacional también pasa de un Ministerio 
al otro y la ocupará el Ministro o a quien delegue. En este caso fui delegada para presidirla. 


La Comisión Nacional Honoraria de la Discapacidad está integrada de la siguiente manera: 
Ministerio de Educación y Cultura, Ministerio de Salud Pública, Ministerio de Trabajo y Seguridad 
Social, Facultad de Medicina, Consejo Directivo Central de la Administración Nacional de Educación 
Pública, Congreso de Intendentes, Facultad de Odontología, Instituto del Niño y Adolescente del 
Uruguay, Banco de Previsión Social, Banco de Seguros del Estado, Comisión Honoraria del Patronato 
del Psicópata, Facultad de Ciencias Sociales, Plenario Nacional de Instituciones de Personas con 
Discapacidad -Plenadi- Federación Uruguaya de Asociaciones de Padres de Personas con 
Discapacidad Intelectual -FUAP- Federación Autismo Uruguay y Federación Nacional de Sordos del 
Uruguay -Fenasur-. 


Como los señores Senadores sabrán esta Ley modifica la integración en cuanto a la 
representación de las organizaciones solicitando que sea de segundo grado y por lo tanto con esta 
nueva normativa se incorporan en este período la Federación Autismo Uruguay y la Federación 
Nacional de Sordos del Uruguay. Año a año está abierta la posibilidad de nuevas integraciones. 


¿Cómo funciona? Funcionamos en la modalidad de Plenario que es donde se adoptan las 
resoluciones con un quórum de once integrantes. La Mesa Ejecutiva está integrada por el Presidente, 
Secretario y Tesorero; como soporte de infraestructura y de recursos humanos hay dos funcionarios en 
Secretaría, dos funcionarios en el Departamento Contable, seis funcionarios para el Servicio de 
Transporte, un Asistente Social, un abogado que es un aporte del Programa Nacional de Discapacidad 
y equipos de valoración porque la ley tiene entre sus cometidos -definido por otra ley- llevar el registro 
de personas que quieran postularse al ingreso a la función pública. 


Los servicios que se brindan son los siguientes: orientación social; asesoramiento jurídico - 
obviamente, todo es gratuito-; servicio de transporte adaptado puerta a puerta para personas con 
movilidad reducida y dentro del departamento de Montevideo; Programa de Ayudas Técnicas que se 
cogestiona con Pronadis; y el Registro Nacional de Personas con Discapacidad que, repito, es a los 
efectos de la función pública, no tiene otro cometido. 


En el año 2013 se realizaron veinte sesiones, seis de ellas especiales donde el Gremio del 
Departamento Médico Quirúrgico -Demequi- nos hizo llegar un planteo referente a su reestructura y se 
llevaron a cabo dos instancias especiales para estudiar la situación en que se encontraba. A instancias 


de que a la Comisión llega alguna solicitud de apoyo, el Plenario recibe a los involucrados para 
informarse mejor y después toma alguna resolución en relación a esto que no tiene ningún otro rol más 
que apoyar o no. Aclaro que la Comisión no tiene capacidad jurídica ni técnica para ninguna 
intervención. 


En la medida en que se llevó adelante el primer Informe País, el Embajador Federico 
Perazza concurrió porque, entre otras cosas, el Ministerio de Relaciones Exteriores otorga a la 
Comisión Nacional la potestad de hacer seguimiento; el organismo que en el país debe seguir el 
cumplimiento de la Convención es precisamente la Comisión. Obviamente, para la Comisión es una 
tarea nueva por lo cual, precisamente, en ese momento solicitamos la presencia del Embajador 
Federico Perazza, Director de Derechos Humanos y de Derecho lgualitario. En realidad, la Comisión 
trajo como invitada a la doctora Soledad Cisternas, que es Presidenta del Comité de ONU sobre los 
Derechos de las Personas con Discapacidad, para asesorar y brindar una conferencia a las 
organizaciones, sobre todo de la sociedad civil. Obviamente, la Convención viene a dar vuelta toda la 
perspectiva de la discapacidad y muchas de las cosas que nos cuesta cambiar en el Estado uruguayo 
en cuanto a este tema no tienen que ver con las acciones que no se hacen, sino con la concepción de 
desde dónde se hacen las acciones. Justamente la Comisión tiene como tarea hacer cumplir ese 
seguimiento, es decir, que se esté a la luz de las perspectivas de derechos, teniendo en cuenta no sólo 
la acción sino qué tipo de acción se hace. 


En cuanto a la accesibilidad y el gobierno electrónico, debo decir que a través de Agesic 
vamos a instrumentar un formato más accesible para los que quieran postularse al registro de 
personas con discapacidad. En eso estamos trabajando con Agesic. 


Por otra parte, recibimos de la Iglesia de Jesucristo de los Santos de los Últimos Días 500 
sillas de ruedas para distribuir a nivel nacional y se organizó un curso, con capacitación de técnicos 
extranjeros, para evaluar a las personas solicitantes. Se entregaron 264 en Montevideo y 180 en el 
interior del país y, gracias a una firma con el Correo Uruguayo, el envío de las sillas de ruedas se hizo 
en forma gratuita. 


También existe un antiguo programa de ayudas técnicas, sustentado por donaciones. Desde 
Pronadis se firma un acuerdo para hacer un apoyo financiero mediante el cual, cuando se solicita, se 
brinda ayuda técnica a aquellas personas que no les corresponde derecho por el Banco de Previsión 
Social o por el Banco de Seguros del Estado y que tienen en general bajos recursos económicos. 


En el 2013 se entregaron 14 sillas higiénicas, 50 bastones canadienses y 6 comunes, 26 
muletas, 50 andadores, 13 zapatos ortopédicos y 6 férulas, 30 audífonos, 383 paquetes de pañales, 
una cama articulada y cuatro colchones. 


El servicio de transporte adaptado funciona de lunes a viernes de 7 a 21 horas y su objetivo es 
trasladar a personas con movilidad reducida que, en general, concurren a centros de salud o a 
espacios educativos o recreativos. Hicimos también un convenio con el MEC involucrándose a tres 
funcionarios, y el MEC en este caso paga el traslado de estas personas. Si bien por Rendición de 
Cuentas la Comisión recibe una partida de $ 500.000 para este servicio, dicho monto no es suficiente, 
por lo que desde Pronadis se apoya con $ 1:000.000. Se realizaron 8.555 viajes, quedó una 
demanda insatisfecha de 942 y se otorgaron 25 becas. Este servicio tiene un costo mínimo, que no es 
el real del traslado. 


SEÑOR SOLARI.- Quisiera saber por qué este servicio de traslado adaptado se realiza solamente en 
el departamento de Montevideo. 


SEÑORA BAGNATO..- El servicio es anterior a nuestra gestión y creo que el hecho de que sea acotado 
a Montevideo tiene que ver con la capacidad de cubrirlo, ya que existen sólo cuatro camionetas. En 
realidad, nosotros hicimos una solicitud de exoneración de impuestos para la compra de otra 
camioneta, pero no tuvimos respuesta y se utilizó un fondo anterior existente. Es decir que, a mi juicio, 
esto tiene que ver con la capacidad de respuesta. Además, esas camionetas se registran y son 


exoneradas por la Intendencia de Montevideo de los tributos y no están autorizadas a salir de los 
límites departamentales. 


Además, el costo de mantenimiento de las camionetas es importante ya que están 
funcionando durante muchas horas y algunas ya son viejas. Asimismo, el servicio no es redituable, sino 
que más bien genera déficit. En realidad, a pesar de que desconozco las decisiones de los Presidentes 
anteriores, pienso que es una cuestión de posibilidades de ejecutarlo fuera de los límites 
departamentales. 


SEÑOR SOLARI.- Sin ánimo de polemizar, la explicación que acabo de escuchar es dada desde el 
punto de vista institucional-histórico. 


SEÑORA BAGNATO.- Y económico. 


SEÑOR SOLARI.- Es cierto: también económico. Pero no responde a una visión desde el punto de 
vista de la demanda, porque personas con dificultades para trasladarse hay en todo el país, en cada 
una de las ciudades del interior. Además, probablemente el costo en las ciudades del interior sea muy 
inferior y mucho más controlable. Entonces, como sugerencia, me parece importante que tengan una 
visión país acerca de este tema, no una visión capitalina. 


SEÑORA MÍGUEZ.- Es una cuestión fundamentalmente económica. La Comisión tiene una visión país 
pero, lamentablemente, no recibe recursos para poder hacer uso de esto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Cuánto es el total de recursos que reciben? 


SEÑORA BAGNATO.- La Comisión recibe $ 2:045.000 por Rendición de Cuentas y $ 500.000 para el 
servicio de transporte, y las Comisiones Departamentales $ 0. Digo esto porque a los efectos de 
implementar un servicio de transporte, capaz que habría que hacerlo centralizadamente, pues podría 
ser más barato que reglamentar el transporte y pedir que las flotas se modifiquen. Igualmente, 
consideramos que el servicio de transporte, en la medida que haya accesibilidad, en un futuro no va a 
ser necesario. Apostamos a que el transporte sea accesible. Lo que pasa es que el transporte vino a 
cubrir una demanda en una época en que no había absolutamente nada para las personas con 
discapacidad. En la actualidad está cubriendo una parte y esperamos que en algún momento no sea 
más necesario. Podríamos hacer un presupuesto de lo que implicaría este servicio de transporte para 
todo el país y salir a conseguir fondos, pero me parece que ese objetivo no lo alcanzaríamos porque ni 
siquiera tuvimos la posibilidad de que nos eximieran del IVA para comprar una camioneta. En realidad, 
preferimos avanzar para generar las accesibilidades que correspondan. 


SEÑOR MOREIRA.- ¿Cuál es la estimación que tienen de la cantidad de personas con discapacidad 
que pueden acceder a este tipo de beneficio? ¿Cuántos hay en el Uruguay? 


SEÑORA BAGNATO.- Tenemos los datos del Censo, que son los que maneja todo el mundo. Sin 
embargo, una de las dificultades que tenemos es, precisamente, que esos datos no nos dicen mucho 
en cuanto a las necesidades específicas. Que una persona tenga movilidad reducida o dificultades 
para caminar no necesariamente significa que precise de un transporte adaptado o que esté en silla de 
ruedas. Entonces, es muy difícil hacer una proyección o estimación que no sea lo que dice el Censo; 
pero, a su vez, sabemos que lo que dice no nos servirá para hacer números. 


SEÑOR SCHICKE..- Aparte de los aspectos económicos, que son fundamentales, también hay un tema 
operativo. Es decir, en la Comisión, la Presidenta dio cuál era la estructura, que es prácticamente nula, 
y el servicio de transporte funciona porque uno de los integrantes de la Comisión está dos o tres tardes 
a la semana atendiendo, porque hay que tomar los pedidos, fijar prioridades, determinar que en esto se 
puede y en aquello no, y coordinar. Y las Comisiones Departamentales, por lo que sabemos, carecen 
totalmente de estructura. Quiere decir que tener un coche en la puerta para decir que va Juan o va 
Pedro, hasta sería motivo de conflicto. Ni que hablar que para nosotros sería espectacular que hubiera 
un servicio nacional, pero pasa por todas esas pequeñas y grandes cosas de que no hay nada 
montado. 


SEÑOR SOLARI.- Antes de finalizar, me gustaría saber qué función cumple la Casa de Gardel. 


SEÑORA BAGNATO.- La Casa de Gardel depende de ASSE, y al hacerlo, en primer lugar cumple 
funciones de rehabilitación, pero según tengo entendido, al trasladarse a ASSE cubre a sus 
beneficiarios. 


SEÑOR SOLARI.- ¿Está funcionando? 
SEÑORA BAGNATO.- Sí, señor Senador. 
SEÑOR SOLARI.- Qué nombre tan curioso tiene. 


SEÑORA BAGNATO.- Sucede que el terreno era de Carlos Gardel. Es una hermosa casa. Pedimos 
informes para asesorarnos al respecto. Primero perteneció al Ministerio de Turismo, luego se compartió 
y ahora pasó totalmente a manos de ASSE. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Les agradecemos mucho la información y esperamos poder acceder, por lo 
menos, al primer reglamento sectorial que, según ustedes, la semana que viene ya podría estar a 
nuestro alcance. 


(Se retira de Sala la delegación de la Comisión Nacional Honoraria de la Discapacidad.) 
-No habiendo más asuntos, se levanta la sesión. 


Ss la hora 17 y 10 minutos.) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


